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La creciente presión sobre los sistemas eléctricos de la región está 
transformando las reglas del mercado. Analizamos cómo Chile, Colombia, México 
y Perú regulan la escasez energética, qué nuevas herramientas han incorporado 
para garantizar el suministro y qué implicaciones tienen estos mecanismos para 
empresas, inversores y grandes consumidores. 

 
Todo sistema eléctrico está diseñado para operar con holgura. Cuando esa holgura desaparece -por 
hidrología crítica, indisponibilidad de combustible, retrasos en la entrada de nuevos proyectos o 
crecimiento acelerado de la demanda-, el marco ordinario de mercado resulta insuficiente y entra en 
funcionamiento un segundo cuerpo de reglas, de naturaleza extraordinaria, que altera temporalmente 
el despacho, la formación de precios, las obligaciones contractuales y, en ciertos casos, el propio 
consumo de los usuarios finales. Ese cuerpo de reglas es lo que puede denominarse el régimen jurídico 
de la escasez. 

Durante los últimos años, en América Latina se ha recurrido a este régimen con una frecuencia 
creciente. La respuesta regulatoria, sin embargo, ha seguido caminos distintos: mientras algunos 
ordenamientos han optado por consolidar en instrumentos permanentes lo que antes eran medidas 
coyunturales, otros mantienen esquemas de declaratoria excepcional o han preferido reforzar las 
atribuciones preventivas de la autoridad sectorial. Las diferencias no son menores para quien invierte, 
financia o contrata: de ellas dependen la previsibilidad de la activación, el reparto del déficit entre 
agentes y usuarios, el tratamiento de los incumplimientos contractuales y las vías de defensa frente a 
medidas que modifican las condiciones de operación de un activo en marcha. 

Chile 
 

La seguridad del abastecimiento eléctrico constituye un objetivo central de la regulación sectorial. Ante 
situaciones en que la capacidad de generación resulta insuficiente para satisfacer la demanda, los 
ordenamientos jurídicos contemplan regímenes extraordinarios que facultan a la autoridad para adoptar 
medidas excepcionales orientadas a preservar la continuidad del suministro y mitigar los efectos del 
déficit sobre los usuarios. 
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En el derecho eléctrico chileno, este régimen se articula en torno al artículo 163° de la Ley General de 
Servicios Eléctricos (LGSE), que confiere al Ministerio de Energía la potestad de dictar decretos de 
racionamiento, previo informe de la Comisión Nacional de Energía (CNE), ante la existencia o 
proyección fundada de un déficit de generación.  

La progresiva transformación de la matriz energética nacional -con mayor penetración de fuentes 
renovables variables, almacenamiento a gran escala y nuevos desafíos de transmisión- ha puesto de 
manifiesto que las causales de racionamiento originalmente previstas podían resultar insuficientes 
frente a la diversidad de escenarios de escasez del sistema eléctrico actual. En atención a ello, la Ley 
N° 21.833, de Protección Tarifaria Eléctrica, publicada en el Diario Oficial el 31 de julio de 2026, modificó 
el artículo 163° de la LGSE, ampliando las circunstancias bajo las cuales la autoridad puede activar 
este régimen. 

Antes de dicha modificación, el artículo 163° permitía dictar un decreto de racionamiento únicamente 
"a consecuencia de fallas prolongadas de centrales eléctricas o de situaciones de sequía". Las causales 
habilitantes, por tanto, respondían a una realidad histórica en la que los principales riesgos de déficit 
se asociaban a la hidrología y a la indisponibilidad prolongada de unidades generadoras. En efecto, el 
régimen fue incorporado a la legislación a fines de la década de los noventa como consecuencia de 
una severa sequía, y posteriormente aplicado en 2008 con motivo de la interrupción del suministro de 
gas proveniente de Argentina, que afectó principalmente al sector industrial.  

Los decretos dictados en los últimos años así lo reflejan: el Decreto N° 51/2021 se dictó en el contexto 
de la severa sequía que afectaba al país, con bajos niveles de reservas en los embalses que abastecen 
centrales hidroeléctricas; dicho instrumento estuvo vigente hasta el 30 de septiembre de 2023 y generó 
un intenso debate público sobre la suficiencia del marco regulatorio, la alta dependencia de la 
generación térmica en horas no solares y la necesidad de una estrategia integral de largo plazo que 
superara el enfoque reactivo de los decretos de racionamiento. Posteriormente, los Decretos N° 1/2025, 
de 17 de enero de 2025, y N° 43/2025, de 16 de diciembre de 2025, se dictaron, formalmente, a raíz 
de la falla prolongada de la central Licantén, en la Región del Maule, fuera de servicio desde mediados 
de 2023 por el desborde del río Mataquito. 

Sin embargo, estos últimos casos revelan con particular nitidez las limitaciones del régimen anterior: la 
causa estructural del déficit en la zona de la línea 1x66 kV Los Maquis–Hualañé no radica propiamente 
en la indisponibilidad de la central, sino en los retrasos significativos de proyectos de transmisión que 
debían haber aliviado las restricciones del sistema. En efecto, la Nueva Línea 2x220 kV Itahue-
Mataquito y la Nueva S/E Mataquito 220/66 kV —obras establecidas en los Decretos Exentos N° 
418/2017 y N° 198/2019 del Ministerio de Energía— tenían fecha máxima de puesta en servicio en 
agosto de 2023, mientras que el Seccionamiento de la Línea 1x66 kV Parronal–Hualañé en la S/E 
Mataquito ni siquiera ha sido licitado, atendidas diversas dificultades. A ello se suma que la generación 
local se compone exclusivamente de pequeños medios de generación distribuida (PMGD) fotovoltaicos, 
insuficientes para cubrir la demanda en horas no solares. La autoridad se vio así obligada a encuadrar 
una problemática esencialmente de transmisión bajo la causal de falla prolongada de central, única 
disponible en el régimen entonces vigente. 

Precisamente para superar las limitaciones del régimen anterior, el numeral 3 del artículo 1 de la Ley 
N° 21.833 intercala en el inciso primero del artículo 163°, a continuación de las causales originales, la 
expresión: "así como cualquier otra circunstancia que determine la insuficiencia del sistema para 
abastecer los consumos y que se encuentre debidamente fundada en el referido informe". Se incorpora 
así una cláusula abierta de insuficiencia sistémica que, sin eliminar las causales originales, permite 
activar el régimen de racionamiento ante escenarios como restricciones de combustibles, congestiones 
de transmisión, insuficiencia de generación en horas de baja radiación solar, eventos climáticos 
extremos distintos de la sequía u otros fenómenos que comprometan el abastecimiento. Con todo, la 
nueva causal no opera de manera incondicionada. La ley exige que el déficit se produzca o proyecte 
fundadamente y que la circunstancia que lo origina se encuentre debidamente fundada en el informe 
previo de la CNE, lo que opera como un control de razonabilidad que vincula la discrecionalidad del 
Ministerio al pronunciamiento técnico del regulador. 
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Desde una perspectiva de política regulatoria, la reforma plantea implicancias significativas. Durante la 
tramitación legislativa, la Asociación de Clientes Eléctricos No Regulados (ACENOR) advirtió que la 
amplitud de la nueva causal podría conducir a un régimen permanente de excepción, distorsionando 
los incentivos regulatorios. En efecto, si bien la mayor flexibilidad conferida al regulador permite una 
respuesta más ágil frente a escenarios que combinan múltiples factores -restricciones de transmisión, 
variabilidad de fuentes renovables, eventos climáticos atípicos- que no encajaban en las causales 
tradicionales, esta ampliación no está exenta de riesgos: los costos económicos derivados del régimen 
de racionamiento se socializan entre todos los clientes del sistema, conforme al principio de solidaridad 
tarifaria que ya impregna el diseño regulatorio chileno. El mecanismo de compensación por déficit se 
financia mediante transferencias económicas que repercuten en las tarifas pagadas por el conjunto de 
usuarios. Esta lógica de socialización de costos resulta coherente con otros mecanismos ya 
incorporados al sistema tarifario (como el reconocimiento de generación local, la equidad tarifaria 
residencial y el cargo MPC -mecanismo de protección al cliente-), pero plantea interrogantes sobre la 
distribución de riesgos entre los distintos agentes del mercado y sobre los incentivos para que las 
empresas de transmisión ejecuten oportunamente los proyectos de infraestructura. 

Desde el punto de vista operacional, los grandes consumidores deben considerar que el régimen de 
racionamiento podrá activarse ante un espectro más amplio de contingencias, incluyendo congestiones 
de transmisión y variabilidad renovable, no solo sequías o fallas de centrales. Asimismo, los costos de 
compensación por déficit se trasladan a las tarifas del sistema, por lo que clientes regulados y no 
regulados podrían enfrentar incrementos tarifarios asociados a futuros decretos. Por último, empresas 
con contratos de suministro deberían revisar las cláusulas de fuerza mayor y racionamiento para 
evaluar la cobertura de estos nuevos escenarios. 

Colombia 
 

El análisis resulta especialmente oportuno en 2026. Para el caso de Colombia, la confirmación del 
fenómeno de El Niño y su previsible intensificación durante el segundo semestre han activado un 
paquete de medidas de alcance inédito en los últimos años.  

Si bien Colombia cuenta con una serie de medidas para gestionar situaciones de escasez, durante 
2026 ha registrado la actividad regulatoria más intensa en la materia con miras en la prevención de 
efectos adversos sobre los usuarios finales ante el fenómeno de El Niño. 

En primer lugar, el artículo 88 de la Ley 143 de 1994 encomienda a la Comisión de Regulación de 
Energía y Gas (CREG) la adopción del Estatuto de Racionamiento, que la CREG expidió mediante la 
Resolución CREG 217 de 19978. Sobre esa base se superpuso, tras la experiencia de El Niño 2009-
2010, un segundo nivel de regulación preventiva: el Estatuto para Situaciones de Riesgo de 
Desabastecimiento en el Mercado Mayorista de Energía, adoptado por las Resoluciones CREG 026 y 
155 de 2014 y ajustado en sus reglas de inicio y finalización del periodo de riesgo por la Resolución 
CREG 209 de 2020. Este segundo estatuto opera mediante el seguimiento de índices basados en 
variables energéticas y de mercado que, al alcanzar determinados niveles de alerta, habilitan la 
activación del denominado mecanismo para el sostenimiento de la confiabilidad energética, dirigido a 
anticipar la generación térmica que los modelos del operador identifican como necesaria y eficiente y a 
preservar el nivel de los embalses frente a la senda de referencia.  

El resultado es un régimen escalonado en el que la consecuencia jurídica depende del peldaño en que 
se encuentre el sistema -vigilancia, riesgo de desabastecimiento o racionamiento- y en el que la 
activación no se produce de forma automática, sino mediante acto de la CREG, con fundamento en los 
análisis del Centro Nacional de Despacho (CND) y del Consejo Nacional de Operación (CNO). Ahora, 
el sistema actual implica que ante cada episodio de estrechez se deba expedir regulación nueva, con 
el consiguiente costo en tiempo y en certeza para los agentes. 

Precisamente ese es el déficit que el regulador ha buscado corregir en 2026. Mediante la Resolución 
CREG 101 114 del 19 de junio de 2026, la CREG convirtió en un mecanismo permanente y de 
activación rápida lo que hasta entonces habían sido respuestas coyunturales a cada emergencia 
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(Resoluciones CREG 171 de 2015, 101 034 y 101 053 de 2024 y 101 085 de 2025). La resolución 
habilita tres tipos de medidas ante condiciones de hidrología que reduzcan significativamente la 
disponibilidad de recursos de generación: 

a. Entrega de energía excedentaria al sistema interconectado nacional (SIN) por parte de plantas 
despachadas y no despachadas centralmente, cogeneradores, autogeneradores (con o sin 
excedentes), autogeneradores remotos y productores marginales remotos con capacidad superior 
a 1 MW, e incluso plantas de emergencia que se adecúen para ello, mediante un trámite exprés 
de ampliación temporal de la capacidad de transporte ante la Unidad de Planeación Minero-
Energética (UPME) o el operador de red y un registro simplificado de fronteras de generación ante 
el ASIC en un máximo de dos días hábiles. 

b. Declaración temporal de inicio de pruebas para plantas que aún no cumplen la totalidad de los 
requisitos, permitiéndoles entregar su energía disponible sin comprometer la seguridad del 
sistema. 

c. Suspensión temporal de la obligación de toma mínima de energía del sistema para usuarios no 
regulados conectados al Sistema de Transmisión Nacional (STN) y al Sistema de Transmisión 
Regional (STR), lo que en la práctica les permite maximizar su autogeneración sin perder garantías 
ni derechos. 

La ventana de aplicación se declara mediante circular de la CREG, con base en las recomendaciones 
independientes del CND y del CNO o incluso de oficio, indicando fecha de inicio y finalización del 
periodo, prorrogable o reducible. Al terminar la activación, las condiciones modificadas deben 
restablecerse a su estado previo y el ASIC cancela las fronteras registradas bajo el esquema temporal. 
Para autogeneradores industriales, desarrolladores con proyectos próximos a entrar en operación y 
grandes consumidores, la norma abre una ventana recurrente de monetización de excedentes y de 
gestión flexible de la demanda en los momentos de mayor estrechez del sistema. 

En paralelo, la Resolución CREG 101 111 del 12 de junio de 2026 incorporó la demanda como recurso 
ordinario del mercado, al establecer un programa con vocación de permanencia para la participación 
activa de la demanda en la bolsa de energía. La participación es voluntaria y se canaliza a través de 
un representante RD, que oferta diariamente, para cada hora del día, una reducción de demanda igual 
o superior a 1 MWh y un precio único para los 24 periodos; el CND evalúa las ofertas durante la 
determinación del predespacho ideal y las ordena de mayor a menor precio, descartando 
progresivamente las reducciones hasta que los beneficios estimados del sistema sean superiores o 
iguales a los costos de activación. La norma incorpora, además, un régimen de desviaciones que 
sanciona con el 30% del precio ofertado la diferencia entre la cantidad ofertada y la verificada cuando 
excede el rango permitido. 

El tercer eje corresponde al previsto en la Resolución CREG 101 120 de 2026, modificada por la 
Resolución CREG 101 126 de 2026, que puso en marcha desde el 1 de septiembre de 2026, por un 
periodo inicial de seis meses, un programa transitorio de incentivos al uso eficiente de la energía. El 
esquema fija metas individuales de consumo y combina un cobro adicional para quienes superen su 
meta en más de un 10% con un beneficio económico para quienes reduzcan su consumo por encima 
de ese mismo umbral. El porcentaje aplicable al cobro adicional varía según el tipo de usuario -30% 
para los estratos 1, 2 y 3; 50% para los estratos 4, 5 y 6; y 70% para los pequeños negocios- y se aplica 
exclusivamente sobre los kilovatios hora consumidos por encima del 110% de la meta individual, sin 
que ello suponga una modificación de la tarifa base. El programa es autofinanciado, toda vez que cada 
comercializador constituye una bolsa de recursos integrada exclusivamente por los valores 
efectivamente recaudados, sin obligación de anticipar o garantizar beneficios por encima de esa cifra. 
Quedan excluidos, entre otros, los usuarios con medidor prepago o servicio suspendido, hospitales, 
colegios, organismos de emergencia y seguridad, quienes dependan de equipos eléctricos por razones 
médicas y los municipios afectados por el terremoto del 10 de agosto de 2026. 

Ninguna de estas medidas opera de forma aislada, pues todas se integran en el denominado Plan 
Energía YA, la estrategia con la que el gobierno nacional ha articulado su respuesta al fenómeno, 
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anunciada el 24 de agosto de 2026. El plan se apoya en tres pilares que pretenden liquidez para la 
cadena de pagos, respaldo obligatorio por el lado de la oferta y gestión de la demanda: 

a. El primer pilar es financiero y corresponde a la destinación de 1,5 billones de pesos para dar 
liquidez a la cadena de pagos del sector.  

b. El segundo pilar es la Resolución CREG 101 127 del 27 de agosto de 2026, que adoptó medidas 
transitorias para asegurar el abastecimiento durante El Niño 2026-2027. Por una parte, desplaza 
temporalmente el Estatuto para Situaciones de Riesgo de Desabastecimiento, sustituyéndolo 
hasta que se expida la norma definitiva o, a más tardar, hasta el 31 de mayo de 2027. Por otra, 
sustituye la lógica de incentivo por la de obligación, pues su núcleo es una meta de generación 
térmica de obligatorio cumplimiento, que no opera como mínimo indicativo ni como 
recomendación, sino como un piso que el operador debe incorporar al despacho cuando el nivel 
de los embalses se aparta de su trayectoria de referencia. 

c. El tercer pilar es el programa de ahorro ya descrito, vigente desde el 1 de septiembre.  

A este conjunto se suma, finalmente, la dimensión externa del régimen. La Resolución MME 40306 del 
9 de julio de 2026 estableció los lineamientos para el intercambio energético internacional bajo un 
principio rector de la prioridad absoluta de la demanda nacional, permitiendo que la energía destinada 
a intercambios internacionales solo pueda programarse cuando el seguimiento del CND garantice la 
atención segura y confiable del consumo interno, y en ningún caso las exportaciones puedan desplazar 
los requerimientos de seguridad energética del país, quedando el CND facultado para limitar, reducir, 
suspender o condicionar los intercambios cuando las condiciones operativas del SIN así lo exijan. 

México 
 

Aunque la regulación mexicana no utiliza expresamente el concepto de régimen de escasez, el marco 
jurídico del sector eléctrico sí contempla diversos mecanismos orientados a preservar la confiabilidad 
y continuidad del sistema eléctrico nacional (SEN) cuando existen riesgos de insuficiencia de 
generación, reducción de reservas operativas o afectaciones relevantes a la infraestructura eléctrica. 
En este sentido, a diferencia de otros países de la región cuyos marcos regulatorios se estructuran 
alrededor de mecanismos específicos para gestionar situaciones de escasez energética, la respuesta 
regulatoria mexicana descansa principalmente en disposiciones de confiabilidad, planeación y control 
operativo del sistema. 

Este esquema encuentra su principal desarrollo en el Código de Red y, particularmente, en el Manual 
Regulatorio de Estados Operativos del sistema eléctrico nacional, instrumento que define los distintos 
estados en los que puede encontrarse el SEN, así como las acciones y responsabilidades de los 
participantes de la industria eléctrica para mantener la estabilidad del sistema o reducir el impacto de 
eventos que comprometan su operación. 

El Manual de Estados Operativos contempla cuatro estados: normal, alerta, emergencia y 
restaurativo. 

En el estado operativo normal, las variables eléctricas del sistema, incluyendo tensión, frecuencia y 
capacidad de transmisión y transformación, se mantienen dentro de sus límites operativos y existe un 
nivel suficiente de reserva operativa para hacer frente a la contingencia sencilla más severa sin 
afectaciones al suministro eléctrico. 

Por su parte, el estado operativo de alerta tiene una finalidad esencialmente preventiva. Este estado 
puede declararse cuando una o más variables del sistema presentan condiciones que podrían derivar 
en afectaciones al suministro o en la activación de mecanismos especiales de protección en caso de 
presentarse una contingencia adicional. Asimismo, el Centro Nacional de Control de Energía 
(CENACE) puede declararlo ante condiciones climatológicas adversas o cualquier otra situación que 
represente un riesgo para la operación confiable del SEN. 
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Durante un estado operativo de alerta, el CENACE puede adoptar diversas medidas orientadas a 
restablecer condiciones normales de operación, incluyendo modificaciones a programas de 
mantenimiento, reincorporación de instalaciones fuera de servicio, cambios en las instrucciones de 
despacho, ajustes a transacciones internacionales, modificaciones a la topología de la red y utilización 
de recursos de demanda controlable. Adicionalmente, el manual contempla mecanismos específicos 
para procurar la recuperación de las reservas necesarias para retornar al estado operativo normal. 

El estado operativo de emergencia se presenta cuando una o más variables del sistema se 
encuentran fuera de sus límites operativos y existe una afectación real o inminente al suministro 
eléctrico. En estas circunstancias, el CENACE debe coordinar y ordenar las acciones necesarias para 
preservar la integridad del sistema y recuperar condiciones seguras de operación. 

Las medidas disponibles incluyen la activación de esquemas de acción remedial (EAR), esquemas de 
protección del sistema (EPS), modificaciones extraordinarias al despacho de generación, utilización de 
recursos de demanda controlable y, como último recurso, la desconexión controlada de carga. El propio 
Código de Red establece que la desconexión de carga debe emplearse únicamente cuando resulte 
indispensable para evitar condiciones de inestabilidad, procurando minimizar la afectación a usuarios 
e instalaciones consideradas críticas. 

Finalmente, el estado operativo restaurativo aplica cuando una porción del sistema deja de operar 
de manera integrada y se forman islas eléctricas que únicamente suministran parte de la demanda. En 
este escenario, las acciones se concentran en restablecer gradualmente la operación normal del 
sistema y recuperar el suministro de la totalidad de la demanda afectada en el menor tiempo posible. 

El funcionamiento de este esquema descansa en una distribución clara de responsabilidades entre los 
distintos participantes de la industria eléctrica. El CENACE es responsable de supervisar 
permanentemente las condiciones del SEN, determinar el estado operativo aplicable y coordinar las 
acciones necesarias para preservar la confiabilidad del sistema. Por su parte, transportistas, 
distribuidores, centrales eléctricas y demás usuarios del SEN deben mantener disponibles sus 
instalaciones, proporcionar información relevante para la operación y cumplir las instrucciones emitidas 
por el CENACE para atender situaciones de alerta o emergencia. 

En este contexto, la regulación mexicana aborda los riesgos asociados a eventuales insuficiencias de 
generación o afectaciones relevantes a la infraestructura eléctrica mediante mecanismos de 
confiabilidad y control operativo administrados por el CENACE. La supervisión continua del estado del 
SEN, la gestión de reservas operativas y la implementación progresiva de medidas preventivas, 
correctivas y de restablecimiento constituyen algunos de los instrumentos más relevantes para procurar 
la continuidad y confiabilidad del suministro eléctrico. 

Perú 
 

Al igual que en el contexto colombiano, dado que resulta inminente la llegada del fenómeno del Niño 
durante el último semestre de 2026 y el primer trimestre de 2027, resulta relevante poner en perspectiva 
cuál es el marco regulatorio relacionado con la escasez en los sistemas eléctricos peruanos y las 
medidas normativas que se han tomado para su mitigación. 

En principio, la energía en el Perú es despachada en tiempo real de acuerdo con los costos variables, 
siendo el coste variable de la última empresa de generación despachada, durante cualquier periodo de 
medición, el que determina el precio de la energía pagado a todas las empresas productoras durante 
el periodo de medición pertinente. El encargado de coordinar la operación del Sistema Eléctrico 
Interconectado Nacional (SEIN) es el Comité de Operación Económica del Sistema Interconectado 
Nacional (COES). 

El COES publica semanalmente la lista de orden de mérito de despacho al SEIN. Sin embargo, dicha 
entidad tiene el derecho a desviarse del orden de mérito en tiempo real si es que detecta que se ha 
producido una emergencia, una congestión en el sistema de transmisión u otros factores técnicos que 
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justifiquen dicha desviación. En ese sentido, cuando en el SEIN se producen variaciones de carga que 
pueden ocasionar variaciones importantes de frecuencia o tensión, el COES podrá programar o tomar 
decisiones en tiempo real que determinen la reducción o supresión temporal de tales cargas, con la 
finalidad de preservar la seguridad del sistema. 

Para la asignación de rentas por congestión dentro del mercado mayorista de electricidad, el COES 
aplica el Procedimiento Técnico PR-45, mediante el cual se determinan los montos por rentas por 
congestión y su asignación a los participantes.  

Dicho procedimiento establece una fórmula mediante la cual se determina una compensación producto 
de la diferencia entre los precios de energía y potencia generados de la congestión de la red (rentas 
por congestión). 

El cálculo se realiza por cada intervalo de mercado (calculado en intervalos de 15 minutos). En cada 
uno, el COES determina las rentas por congestión tomando la diferencia entre los retiros y las entregas 
de energía, y multiplicándola por el costo marginal de congestión de esa barra. La suma de estos 
productos en todas las barras arroja las rentas por congestión. Una vez obtenido este monto total, este 
se asigna proporcionalmente a los titulares de retiros de electricidad ubicados en barras con congestión.   
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Chile 
 

La CNE formaliza las bases 
definitivas de la Licitación de 
Suministro 2026/01 con nuevos 
mecanismos contra ofertas 
temerarias y régimen detallado 
de respaldo 

La CNE publicó las bases definitivas de la 
Licitación 2026/01, proceso cuyas bases 
preliminares fueron difundidas en julio de 2026 
y analizadas en nuestra edición anterior. Las 
definiciones finales recogen los consensos 
alcanzados en las jornadas participativas del 
sector e introducen precisiones relevantes en 
materia de respaldo de ofertas, resguardos 
contra ofertas temerarias y extensión 
contractual, aspectos que se detallan a 
continuación. 

El proceso mantiene la estructura de dos 
bloques de suministro a 15 años -1.575 GWh 
anuales desde 2029 y 1.260 GWh desde 2030- 
desagregados en cuatro zonas del Sistema 
Eléctrico Nacional y tres segmentos horarios. 
Las bases definitivas confirman la exclusión de 
tecnologías basadas en carbón, diésel, fuel oil 
y petcoke, y habilitan el respaldo mediante 
activos existentes, proyectos nuevos, sistemas 
de almacenamiento o combinaciones de estos. 

La principal novedad del diseño licitatorio es el 
régimen de respaldo de las ofertas. Cuando un 
suministrador comprometa respaldo mediante 
proyectos nuevos que representen más del 
50% de la energía adjudicada, deberá acreditar 
la debida ejecución de dichos proyectos al 
menos 18 meses antes del inicio del suministro. 
Si se verifican atrasos en el cierre financiero, en 

el comienzo de obras o cualquier circunstancia 
que ponga en riesgo la interconexión, el 
adjudicatario podrá subsanar la situación 
mediante un contrato de respaldo con otro 
generador ya interconectado. En esquemas de 
financiamiento alternativos sin cierre financiero 
tradicional, la suscripción de dicho contrato 
resulta igualmente exigible y, si se formaliza 
oportunamente, permite extender en 12 meses 
el plazo para la interconexión. 

En el plano tarifario, las bases incorporan una 
fórmula de indexación que limita el componente 
vinculado a combustibles a un máximo de 0,3 e 
integra un coeficiente destinado a capturar 
ofertas de carácter nominal (mecanismo 
específico contra ofertas temerarias no 
contemplado en las bases preliminares). 
Adicionalmente, se consolida la transferencia 
de costos sistémicos (servicios 
complementarios, compensaciones por precio 
estabilizado y sobrecostos por emisiones) 
dentro de la estructura del precio. Las bases 
también introducen la posibilidad de que el 
suministrador solicite, a partir del noveno año 
de vigencia, un período de suministro 
complementario de hasta cinco años 
adicionales, siempre que la facturación efectiva 
haya sido inferior al 75% del compromiso 
contratado. 

De acuerdo con el calendario oficial, la 
presentación de propuestas se ha fijado para el 
4 de diciembre de 2026, una vez concluida la 
etapa de consultas y respuestas. La apertura 
de las ofertas económicas tendrá lugar el 5 de 
enero de 2027 y la adjudicación está prevista 
para el 13 de enero del mismo año.  

En paralelo, la CNE aprobó mediante la 
Resolución Exenta N° 478, de 31 de agosto de 
2026, el Informe Preliminar de Licitaciones 
2026, que proyecta las necesidades de 
abastecimiento para clientes regulados. El 
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informe concluye que no se requieren nuevas 
licitaciones de corto plazo para 2026-2028, 
ratificando la necesidad de continuar el proceso 
de licitación 2026/01 para cubrir el suministro 
del período 2029-2030, y proyecta una licitación 
adicional con inicio de suministro en 2031. 

Eliminación del horario de 
control de punta durante 
septiembre de 2026 

El Decreto Nº 13T, de 2026, del Ministerio de 
Energía, publicado en el Diario Oficial el 5 de 
septiembre de 2026, dispuso la exclusión 
excepcional del mes de septiembre del período 
de control de punta correspondiente al año 
2026, modificando al efecto el Decreto Nº 4T, 
de 2026, que fija precios de nudo para 
suministros de electricidad. Conforme al 
régimen ordinario establecido en dicha 
normativa, el horario de punta comprende el 
período entre las 18:00 y las 22:00 horas 
durante los meses de abril a septiembre, con 
exclusión de sábados, domingos y días 
festivos. La medida fue adoptada por los 
Ministerios de Energía y Economía con la 
finalidad de mitigar transitoriamente las cargas 
que inciden en la competitividad del sector 
productivo, en un contexto de menor 
dinamismo económico y mayores costos 
energéticos. 

Como consecuencia de la exclusión del mes de 
septiembre de 2026 del período de control, la 
demanda registrada durante dicho mes no será 
considerada para efectos del cálculo del factor 
de punta, lo que se traduce en una reducción 
del costo asociado al consumo de electricidad. 
Esta medida beneficia particularmente a 
sectores con alto consumo energético, como el 
agrícola, contribuyendo a la mejora de la 
productividad, la inversión y la generación de 
empleo. 

Como antecedente regulatorio habilitante, la 
Comisión Nacional de Energía, mediante 
Resolución Exenta Nº 436, de 2026, modificó el 
informe técnico definitivo de precios de nudo, 
confirmando, sobre la base del informe del 
Coordinador Eléctrico Nacional, la inexistencia 
de condiciones de déficit de suministro para el 
mes de septiembre de 2026. Dicha validación 
técnica constituyó el presupuesto necesario 
para la dictación del decreto, asegurando que 
la medida no comprometería la seguridad del 
sistema eléctrico. 

Carlos Barría asume el cargo de 
secretario ejecutivo de la 
Comisión Nacional de Energía, y 
el Coordinador Eléctrico Nacional 
designa nuevo presidente del 
Consejo y dos consejeros 

El 1 de septiembre de 2026, Carlos Barría 
asumió el cargo de secretario ejecutivo de la 
CNE por un período de tres años, conforme al 
procedimiento de alta dirección pública (ADP). 
El designado es ingeniero civil industrial con 
especialidad eléctrica y magíster en Ciencias 
de la Ingeniería de la Pontificia Universidad 
Católica de Chile, con más de dos décadas de 
trayectoria en el sector eléctrico, incluyendo el 
desempeño como jefe de división del Ministerio 
de Energía en dos períodos. 

Asimismo, el 2 de septiembre de 2026, el 
Comité Especial de Nominaciones (órgano 
integrado por el secretario ejecutivo de la CNE, 
un consejero del Consejo de Alta Dirección 
Pública, el presidente del Tribunal de Defensa 
de la Libre Competencia y un integrante del 
Panel de Expertos) designó a Humberto Espejo 
Paluz como presidente del Coordinador 
Eléctrico Nacional, y a Claudia Rahmann 
Zúñiga y Eric Ahumada Gómez como 
consejeros, con vigencia desde el 11 de 
octubre de 2026 hasta octubre de 2031. 
Conforme a estas designaciones, el Consejo 
Directivo del Coordinador queda integrado por 
Humberto Espejo Paluz (presidente), Claudia 
Rahmann Zúñiga, Eric Ahumada Gómez, 
Bernardita Espinoza y Carlos Finat. 

La Comisión Nacional de Energía 
conforma el Comité Consultivo 
Especial encargado de revisar la 
Norma Técnica de Coordinación 
y Operación del Sistema 
Eléctrico Nacional 

Mediante Resolución Exenta Nº 490, de 2026, 
la CNE designó a los integrantes del Comité 
Consultivo Especial que participará en el 
proceso de modificación de la Norma Técnica 
de Coordinación y Operación del Sistema 
Eléctrico Nacional (NTCyO). El procedimiento, 
iniciado el 3 de agosto de 2026 conforme a la 
Resolución Exenta Nº 383, de 2026, busca 
adecuar la normativa técnica a las 
modificaciones introducidas por el Decreto 
Supremo Nº 32, de 2026, del Ministerio de 
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Energía, al Reglamento de Coordinación y 
Operación (Decreto Supremo Nº 125, de 2017). 

La revisión abarca materias estructurales para 
la operación del mercado eléctrico, entre las 
que destacan la programación de la operación, 
la declaración de costes variables, la 
determinación de costes marginales, las 
transferencias económicas entre agentes y los 
mecanismos de coordinación de mercado. 
Entre las principales innovaciones del decreto 
supremo, destacan: i) el reconocimiento 
expreso de los sistemas de almacenamiento de 
energía como instalaciones sujetas a 
coordinación; ii) la obligación del Coordinador 
Eléctrico Nacional de integrar a la 
programación operativa tanto a centrales 
renovables con capacidad de regulación o 
almacenamiento como a centrales de bombeo 
y sistemas de almacenamiento autónomos, en 
un plazo de 24 meses; iii) un régimen transitorio 
conforme al cual los sistemas de 
almacenamiento que carezcan de costo de 
oportunidad serán valorados con un costo de 
producción igual a cero, criterio extensivo a 
instalaciones cuya operación depende de 
recursos primarios variables; y iv) la 
introducción de la figura de los sistemas de 
generación-consumo (instalaciones 
productivas que combinan consumo propio con 
generación y se conectan al sistema eléctrico 
mediante un único punto de conexión), 
categoría que comprende, entre otros, 
proyectos asociados a la producción de 
hidrógeno y a la desalinización de agua. 

El Ministerio de Energía impulsa 
mesas técnicas para modernizar 
la regulación de distribución 
eléctrica y prepara propuesta 
legislativa para diciembre 

En septiembre de 2026, el Ministerio de 
Energía dio inicio a un proceso de discusión 
orientado a modernizar la regulación de 
distribución eléctrica y materias conexas de 
transmisión. El objetivo es elaborar una 
propuesta legislativa para diciembre de este 
año. La iniciativa, anunciada por la ministra 
Ximena Rincón en la jornada "Energía 2030: 
Del diagnóstico a la acción" del 19 de agosto, 
cuenta con la participación del Consejo de 
Políticas de Infraestructura (CPI) y el Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID).  

La revisión normativa responde al desajuste 
progresivo entre el marco regulatorio vigente y 

la actual configuración del sistema eléctrico, 
caracterizada por la penetración de generación 
renovable variable, almacenamiento mediante 
baterías, generación distribuida, 
electromovilidad y nuevos consumos 
industriales, así como por una mayor 
exposición de la infraestructura a eventos 
climáticos extremos. En el ámbito de la 
distribución, la reforma abordará la integración 
de generación descentralizada, 
almacenamiento y autoconsumo, junto con la 
revisión de los procesos tarifarios, las 
obligaciones de inversión de las concesionarias 
y los mecanismos para el reconocimiento de los 
costos de la modernización sin traslado de 
ineficiencias al usuario final. 

En materia de transmisión, el proceso 
incorporará cuestiones relativas a uno de los 
principales factores limitantes de la transición 
energética: durante el ejercicio 2025 los 
vertimientos de generación renovable 
superaron los 6.000 GWh. La reforma reviste 
especial relevancia para el sector minero, cuya 
operación depende tanto de la disponibilidad de 
capacidad eléctrica y conexiones oportunas 
para su cartera de proyectos como de la 
estabilidad de los cargos de transmisión y 
mecanismos tarifarios que inciden en sus 
costos operacionales.  

Colombia 
 

Se reanudan las exportaciones 
de energía eléctrica a Ecuador 

Tras permanecer paralizada desde enero de 
2026, la venta de energía eléctrica de Colombia 
a Ecuador se retomó el 5 de agosto de 2026. 
La capacidad de las redes de transmisión 
permite a Ecuador importar hasta 450 MW de 
potencia desde Colombia, equivalentes a cerca 
del 10% de su demanda promedio. 

La reanudación se produce bajo el marco fijado 
por la Resolución MME 40306 de 2026 
referenciada en nuestra edición anterior. 

Adjudicado el primer mecanismo 
de contratación de energía 
eléctrica a largo plazo 

A finales de julio de 2026 se conocieron los 
resultados del primer mecanismo de 
contratación a largo plazo convocado por el 

https://www.garrigues.com/es_ES/noticia/newsletter-mercado-energia-latinoamerica-julio-2026


 
Septiembre de 2026 

 

12 

MinMinas, con la adjudicación de cerca de 100 
MW de sistemas de almacenamiento con 
baterías y aproximadamente 270 MW de 
capacidad solar fotovoltaica. 

Los contratos tendrán una duración de 15 años 
y las obligaciones de suministro comenzarán el 
1 de enero de 2030. El esquema aplicado es del 
tipo "pague lo contratado" (pay as bid), y el 
precio ofertado por los vendedores se expresa 
en pesos colombianos por kWh, al que se 
añade el componente correspondiente del 
cargo por confiabilidad. El proceso se 
desarrolló bajo el andamiaje regulatorio 
conformado por la Resolución MME 40208 de 
2026 y la Resolución CREG 101 109 de 2026, 
esta última analizada en nuestra edición 
anterior. 

Sancionada la Ley Nuclear 
Átomos para la Vida 

Tal como informamos en nuestra edición 
anterior, el 10 de junio de 2026 el Congreso de 
la República aprobó el Proyecto de Ley Átomos 
para la Vida, que quedó entonces a la espera 
de sanción presidencial. La Ley Nuclear fue 
sancionada por el Gobierno el 10 de julio de 
2026, con lo que Colombia cuenta por primera 
vez con un marco regulatorio integral para las 
actividades nucleares y radiológicas. 

La entrada en vigor de la ley abre ahora la fase 
que más interesa a los agentes del sector: la 
puesta en marcha efectiva de la Agencia 
Nacional de Seguridad Nuclear y la expedición 
de la reglamentación que concretará los 
procedimientos de licenciamiento. Conviene 
recordar que el Plan Energético Nacional 
contempla la exploración de la generación 
nuclear como fuente complementaria de la 
matriz eléctrica a partir de 2035. 

Colombia y Estados Unidos 
suscriben memorandos sobre 
minerales estratégicos y 
cooperación nuclear civil 

El 8 de septiembre de 2026, los gobiernos de 
Colombia y Estados Unidos formalizaron dos 
memorandos de entendimiento de carácter no 
vinculante, referidos a minerales estratégicos y 
a cooperación en energía nuclear con fines 
pacíficos. 

El segundo instrumento abre una agenda de 
intercambio técnico y científico, formación de 
talento humano, investigación y fortalecimiento 
de las capacidades regulatorias del país, sujeta 
a los estándares internacionales de seguridad 
tecnológica, seguridad física y salvaguardias. 
El acuerdo no contempla ni anuncia la 
construcción de reactores. La agenda resulta 
especialmente oportuna a la luz de la sanción 
de la Ley Nuclear reseñada en el apartado 
anterior, en la medida en que la cooperación se 
dirige justamente al ámbito en el que la ANSN 
deberá desplegar sus competencias. 

México 
 

México traza su hoja de ruta para 
desarrollar la cadena de valor del 
litio hasta 2030 

El 24 de julio de 2026 se publicó en el Diario 
Oficial de la Federación el Programa 
Institucional de Litio para México 2026-2030 
(PIL), emitido por Litio para México (LitioMx). 

El programa apuesta por impulsar capacidades 
nacionales en exploración, procesamiento, 
almacenamiento energético y fabricación de 
baterías, aunque su ejecución dependerá en 
gran medida de la aprobación de nuevos 
desarrollos normativos y de la disponibilidad de 
recursos públicos. 

El PIL constituye la primera hoja de ruta integral 
del Estado mexicano para desarrollar una 
cadena de valor nacional del litio, abarcando 
actividades de exploración, procesamiento, 
desarrollo tecnológico, almacenamiento 
energético y fabricación de baterías. Entre sus 
objetivos destacan el fortalecimiento de las 
capacidades nacionales en materia de 
almacenamiento energético y electromovilidad, 
así como la generación de condiciones para 
aprovechar estratégicamente los recursos de 
litio identificados en territorio nacional. 

Desde una perspectiva regulatoria, el programa 
reconoce que aún existen retos relevantes para 
la consolidación de esta industria, 
particularmente la necesidad de desarrollar un 
marco normativo más robusto y de garantizar 
recursos presupuestales suficientes para la 
ejecución de sus objetivos. En este sentido, el 
PIL representa una señal clara de la intención 
del gobierno federal de impulsar una política 
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industrial asociada al litio, aunque su éxito 
dependerá en gran medida de la evolución 
regulatoria y de la capacidad institucional para 
materializar los proyectos previstos durante el 
periodo 2026-2030. 

Para mayor detalle sobre el programa, pueden 
consultar el siguiente enlace.  

La Secretaría de Energía publica 
el Informe de Avance y 
Resultados 2025-2026 del 
Programa Sectorial de Energía 

El 9 de septiembre de 2026, la Secretaría de 
Energía (SENER) publicó el Informe de Avance 
y Resultados 2025-2026 del Programa 
Sectorial de Energía 2025-2030 (PROSENER), 
documento que resume los principales avances 
de la política energética federal durante el 
primer año de implementación del nuevo marco 
energético en México. El informe constituye una 
referencia relevante para entender las 
prioridades actuales del sector, particularmente 
en materia de planeación vinculante, 
fortalecimiento de las empresas públicas del 
Estado, seguridad y transición energéticas.  

En el sector eléctrico, el informe confirma la 
apuesta gubernamental por fortalecer el papel 
de la Comisión Federal de Electricidad (CFE) y 
la expansión de la infraestructura estratégica. 
Entre los principales resultados reportados 
destacan la incorporación de 1,797 MW de 
nueva capacidad de generación mediante 
centrales de ciclo combinado, así como el 
avance de proyectos renovables bajo 
esquemas de inversión mixta. Asimismo, el 
documento señala que la planeación 
energética contempla la incorporación de más 
de 32,000 MW de nueva capacidad de 
generación hacia 2030, de los cuales 
aproximadamente 22,000 MW corresponderían 
a tecnologías renovables.  

El informe también pone especial énfasis en la 
confiabilidad del sistema eléctrico nacional y en 
la expansión del acceso a la energía. En este 
contexto, se reportan acciones orientadas a 
mantener márgenes operativos adecuados en 
el sistema, así como avances en programas de 
electrificación y justicia energética, incluyendo 
nuevos proyectos financiados a través del 
Fondo de Servicio Universal Eléctrico y la 
instalación de sistemas fotovoltaicos bajo el 
programa de Techos Solares para el Bienestar.  

Finalmente, el documento confirma que la 
transición energética continuará 
desarrollándose bajo un enfoque gradual y 
alineado con los objetivos de soberanía y 
autosuficiencia energética. Entre las líneas de 
acción destacadas se encuentran el incremento 
de la participación de energías limpias, el 
impulso a proyectos de almacenamiento y 
minerales críticos, así como medidas de 
eficiencia energética y desarrollo tecnológico, 
elementos que continuarán marcando la 
agenda regulatoria y de inversión del sector 
durante los próximos años. 

Para mayor detalle sobre el informe, pueden 
consultar el siguiente enlace.  

Perú 
 

Se produce un incremento en las 
tarifas de luz debido a la 
congestión eléctrica 

De acuerdo con información del Organismo 
Supervisor de la Inversión en Energía y Minería 
(OSINERGMIN), se ha producido un reajuste 
en los costos de generación del Sistema 
Eléctrico Interconectado Nacional (SEIN), 
debido principalmente al aumento en los 
precios de los combustibles y a la congestión 
en las líneas de transmisión eléctrica. 

Así las cosas, se ha identificado que existe una 
mayor demanda de energía en la zona norte del 
país, lo cual ha generado que las líneas de 
transmisión eléctrica se vean congestionadas 
ante una mayor demanda de energía.  

Si bien es cierto esta situación aún no implica 
riesgos de corte en el suministro de energía, el 
riesgo de que se tengan que aplicar medidas de 
racionamiento en ciertas zonas se ha 
incrementado. 

A la fecha, el gobierno peruano está trabajando 
en dos propuestas de solución ante esta 
problemática: la elaboración de un proyecto de 
reglamento que establezca bloques horarios, lo 
cual alentará el crecimiento de las centrales 
solares fotovoltaicas; y la licitación de nuevas 
líneas de transmisión eléctrica a través de la 
Agencia de Promoción de la Inversión Privada 
(ProInversión), en especial en la zona norte del 
país.  

https://www.garrigues.com/es_ES/noticia/mexico-traza-hoja-ruta-desarrollar-cadena-valor-litio-2030
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Licitación del Grupo 3 y el Grupo 
4 del Plan de Transmisión 2025-
2034 

Con el objetivo de avanzar en la solución de la 
problemática de congestionamiento del sistema 
de transmisión eléctrica, el Ministerio de 
Energía y Minas y ProInversión se encuentran 
en proceso de licitación, a través del esquema 
de Asociaciones Público-Privadas, del grupo 3 
y el grupo 4 del Plan de Transmisión 2025-
2034. 

El grupo 3 del Plan de Transmisión 2025-2034 
implica una inversión aproximada de US$ 140 
millones e incluye el desarrollo de cuatro 
proyectos de transmisión eléctrica, 
principalmente en la costa norte del Perú. Está 

previsto que la versión final del contrato de 
concesión sea publicada en noviembre de 2026 
y que el proyecto sea adjudicado durante el 
último trimestre de 2026. Se podrá encontrar 
mayor información en el siguiente enlace. 

El grupo 4 del Plan de Transmisión 2025-2034 
implica una inversión aproximada de US$ 145 
millones e incluye el desarrollo de cinco 
proyectos de transmisión eléctrica, 
principalmente en la sierra centro y en la selva 
del Perú. Está previsto que la versión final del 
contrato de concesión sea publicada en 
noviembre de 2026 y que la buena pro sea 
adjudicada durante el primer trimestre de 2027. 
Se podrá encontrar mayor información en el 
siguiente enlace.  

 

https://www.investinperu.pe/portafolio-app/detalle/?grupo-3-del-plan-de-transmision-2025-2034
https://www.investinperu.pe/portafolio-app/detalle/?grupo-4-del-plan-de-transmision-2025-2034
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Chile 
 

Publicada la Ley Nº 21.833, de 
Protección Tarifaria Eléctrica con 
el fin de mitigar el impacto de las 
alzas tarifarias sobre los hogares 
vulnerables 

Contenido de la Ley 

El 31 de julio de 2026 se publicó en el Diario 
Oficial la Ley Nº 21.833, de Protección Tarifaria 
Eléctrica, conocida como Ley Ordenemos la 
Cuenta. La normativa tiene por objeto mitigar el 
impacto de las alzas tarifarias sobre los 
hogares vulnerables y regularizar la deuda 
acumulada por el retraso en los procesos de 
fijación tarifaria. En lo sustancial, la ley: i) 
extiende hasta 2027 el subsidio eléctrico 
transitorio, añadiendo USD 120 millones 
anuales desde el Fondo de Estabilización de 
Tarifas (FET); ii) amplía los fines del FET para 
incluir el pago de las reliquidaciones derivadas 
de los procesos de fijación del VAD de los 
cuadrienios 2020-2024 y 2022-2026; iii) crea el 
saldo de normalización tarifaria para consolidar 
la deuda con distribuidoras (aproximadamente 
$800.000 millones), a pagarse mediante un 
nuevo componente NT del cargo MPC de 
$5/kWh desde enero de 2028 hasta 2035; iv) 
extiende el cuadrienio tarifario del VAD 2024-
2028 a un sexenio 2024-2030; v) faculta al 
Ministerio de Energía para convocar a las 
distribuidoras a presentar planes focalizados de 
inversión para mejorar la calidad del servicio; y 
vi) establece un régimen especial transitorio 
para las regiones de Los Ríos y Los Lagos 
durante el segundo semestre de 2026. 

Adicionalmente, la ley faculta a la CNE, por una 
única vez y con plazo máximo hasta diciembre 
de 2027, previo mandato y autorización del 
Ministerio de Energía, para desarrollar un 
mecanismo voluntario de renegociación de 
contratos de suministro vigentes con el objeto 
de reducir el precio de la energía para clientes 
regulados. Este mecanismo deberá guiarse por 
los principios de certeza jurídica, voluntariedad 
y eficiencia económica. 

En materia de transmisión eléctrica, la ley 
introduce tres mecanismos relevantes: (i) 
faculta a la CNE para prorrogar hasta el 31 de 
diciembre de 2028 la vigencia del Decreto Nº 
7T/2022 (VATT), permitiendo concluir el 
proceso tarifario 2029-2032; (ii) habilita a la 
CNE para extender hasta el 31 de diciembre de 
2032 la calificación de instalaciones de 
transmisión contenida en la Resolución Exenta 
Nº 460/2024; y (iii) crea un procedimiento de 
reporte voluntario de corrección de inventarios, 
con plazo hasta el 31 de diciembre de 2026, en 
respuesta a la autodenuncia presentada por la 
empresa Transelec que evidenció diferencias 
entre los inventarios declarados y los activos 
efectivamente existentes. 

Proceso de implementación 

La implementación de la Ley Nº 21.833 
involucra tanto las disposiciones contenidas en 
sus artículos transitorios como los actos 
administrativos dictados por la CNE en 
cumplimiento de dichas disposiciones. A 
continuación, se detallan los principales 
aspectos del proceso de implementación: 

◼ Extensión de la calificación de 
instalaciones de transmisión: 

Mediante la Resolución Exenta Nº 437, de 
18 de agosto de 2026, la CNE extendió 
hasta el 31 de diciembre de 2032 la 
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calificación de instalaciones de 
transmisión contenida en la Resolución 
Exenta Nº 460/2024 y sus modificaciones 
posteriores. Durante el período extendido, 
las incorporaciones y actualizaciones se 
realizarán conforme a la LGSE y el 
Reglamento de Calificación vigentes. 

◼ Extensión de vigencia del Decreto 7T/2022 
y proceso de valorización de instalaciones 
de transmisión 2029-2032: 

El artículo séptimo transitorio facultó al 
Ministerio de Energía para extender hasta 
el 31 de diciembre de 2028 la vigencia del 
Decreto 7T/2022 y sus fórmulas de 
indexación. El decreto de extensión, previo 
informe de la CNE, podrá establecer las 
disposiciones necesarias para su 
aplicación durante la vigencia extendida y 
las condiciones del proceso tarifario 2029-
2032. 

En materia de estudios técnicos, el artículo 
noveno transitorio dispone que los 
estudios de valorización del cuadrienio 
2024-2027 (Resolución Exenta Nº 
463/2024) serán utilizados para el proceso 
2029-2032, considerando las instalaciones 
en operación hasta el 31 de diciembre de 
2026. El informe técnico preliminar deberá 
ser emitido por la CNE a más tardar el 30 
de septiembre de 2027. 

Respecto de los inventarios, el artículo 
décimo transitorio establece que las 
empresas propietarias de instalaciones de 
transmisión deberán completar, entre el 31 
de julio de 2026 y el 31 de marzo de 2027, 
los antecedentes que servirán de base 
para los registros del artículo 72º-8 de la 
LGSE, respecto de las instalaciones que 
entren en operación hasta el 31 de 
diciembre de 2026. El objetivo es obtener 
un inventario exacto, completo, 
consistente, veraz y fidedigno; los 
antecedentes proporcionados fuera de 
plazo no serán considerados en el proceso 
de valorización 2029-2032. 

En cumplimiento de este mandato, la CNE 
aprobó mediante Resolución Exenta Nº 
488, de 7 de septiembre de 2026, el 
Informe Técnico sobre implementación del 
Decreto 7T/2022 durante su vigencia 
extendida y condiciones para el proceso 
de valorización 2029-2032. 

◼ Procedimiento de corrección de 
inventarios de transmisión: 

Mediante Oficio Ordinario Nº 756/2026, de 
6 de agosto de 2026, la CNE comunicó el 
procedimiento de corrección de 
inventarios de instalaciones de 
transmisión. El primer proceso aplica a los 
inventarios de la base de datos SQL del 
Coordinador Eléctrico Nacional utilizados 
en el cuadrienio 2020-2023. Se considera 
diferencia sustancial cuando la 
valorización declarada supera en un 10% 
a la valorización bajo características 
reales, o cuando provengan de 
antecedentes manifiestamente erróneos, 
sin importar su impacto económico. 

El reporte voluntario debe incluir los 
activos corregidos, medios de respaldo y 
una propuesta de remediación con 
descuentos en los VATT, mensualizados e 
indexados desde enero de 2020. El plazo 
de presentación vence el 31 de diciembre 
de 2026. Si el Coordinador manifiesta 
conformidad, la CNE aprobará el reporte y 
las instalaciones no serán excluidas del 
próximo proceso de tarificación, sin 
perjuicio de eventuales sanciones de la 
SEC. Si persisten diferencias sustanciales, 
los antecedentes se remitirán a la SEC y 
las instalaciones quedarán excluidas del 
siguiente proceso. Las multas se 
destinarán al FET. 

◼ Plazos de dictación de normative 
asociada: 

La ley establece los siguientes plazos de 
dictación de normativa: a) 30 días hábiles 
para modificar el Decreto Nº 49/2023, del 
Ministerio de Hacienda (FET); b) 180 días 
para el reglamento de renegociación de 
contratos; y c) seis meses para los demás 
reglamentos de aplicación. 

La Comisión Nacional de Energía 
somete a consulta pública el 
proyecto de Norma Técnica de 
Ciberseguridad y Seguridad de la 
Información aplicable al sector 
eléctrico 

La CNE puso en marcha el proceso de consulta 
pública del proyecto de Norma Técnica de 
Ciberseguridad y Seguridad de la Información 
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destinado al sector eléctrico. La propuesta 
normativa se enmarca en el procedimiento 
iniciado por la Resolución Exenta CNE N° 383, 
de 29 de septiembre de 2021, y tiene por 
finalidad establecer lineamientos y requisitos 
orientados a robustecer la protección digital, la 
coordinación operativa y el resguardo de la 
información en la industria eléctrica nacional. 

La iniciativa se sustenta en las atribuciones que 
la LGSE y su reglamentación complementaria 
confieren a la CNE para dictar normas técnicas 
en materias de seguridad, coordinación, calidad 
y eficiencia económica del sistema eléctrico. En 
un contexto de creciente digitalización de los 
procesos y sistemas que soportan la operación 
del sector, el regulador considera prioritario 
avanzar hacia estándares que permitan 
anticipar y mitigar riesgos, incrementar la 
capacidad de respuesta frente a amenazas 
cibernéticas y salvaguardar la continuidad del 
suministro eléctrico, habida cuenta de que se 
trata de infraestructura calificada como crítica 
para el funcionamiento del país. 

A través de este mecanismo participativo, la 
CNE busca incorporar las perspectivas y 
aportes de los distintos actores involucrados en 
la cadena eléctrica, con el propósito de 
perfeccionar una regulación que fortalezca los 
estándares de ciberseguridad y de gestión de 
la información, contribuyendo así a una 
operación más segura y confiable del sistema 
eléctrico nacional. 

Colombia 
 

Nuevo régimen de convocatorias 
públicas de compra y venta de 
energía y SICEP transaccional 

La CREG expidió la Resolución CREG 101 117 
el 9 de julio de 2026, la cual establece el 
régimen aplicable a las convocatorias públicas 
de compra y de venta de energía eléctrica en el 
mercado de energía mayorista para la atención 
del mercado regulado, y desarrolla el sistema 
centralizado de información de convocatorias 
públicas (SICEP) en su modalidad 
transaccional, es decir, como portal con 
funcionalidades de ejecución y no solo de 
información. 

La administración del SICEP corresponde por 
defecto a quien hace las veces de 

administrador del sistema de intercambios 
comerciales (ASIC), bajo la figura del ASICEP, 
si bien la CREG se reserva la facultad de 
seleccionar un nuevo administrador en 
cualquier momento mediante proceso 
competitivo, con criterios de experiencia, 
eficiencia, transparencia y promoción de la 
competencia. 

Entre las novedades de mayor impacto para la 
contratación destacan las siguientes: 

◼ Modalidades contractuales tasadas. 
Los contratos resultantes deben 
corresponder a una de tres modalidades: 
pague lo contratado (PLC), pague lo 
demandado (PLD) o la nueva figura de 
pague lo contratado condicionado a 
excedentes de energía del vendedor 
(PCEV). Cada convocatoria debe escoger 
una única modalidad para todos sus 
productos, de modo que quien desee 
contratar bajo varias deberá adelantar 
convocatorias separadas. 

◼ Carácter complementario del PCEV. 
Para los comercializadores que atienden 
usuarios regulados, el uso de contratos 
PCEV es complementario frente a los PLC 
o PLD y no puede emplearse para sustituir, 
de manera generalizada, la cobertura de la 
demanda comercial regulada mediante 
contratos de largo plazo. 

◼ Calendario rígido de convocatorias. 
Habrá cuatro rondas anuales de 
periodicidad trimestral, sin traslapes, 
intercaladas entre compra y venta -la 
primera de cada anualidad será de 
compra- y la primera ronda deberá iniciar 
a más tardar el 15 de enero. El ASICEP 
publicará el cronograma anual a más 
tardar el 30 de octubre de cada año, y la 
habilitación de convocantes y oferentes se 
realizará en noviembre para las dos 
primeras rondas y en mayo para las dos 
últimas. 

◼ Límite de compras propias. Los 
comercializadores no pueden formalizar 
contratos resultantes de convocatorias 
públicas para el mercado regulado con 
generadores o comercializadores con 
quienes se encuentren en situación de 
control por un porcentaje superior al 20% 
de su demanda regulada, límite que el 
ASICEP verifica en el momento de la 
evaluación y adjudicación. 
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◼ Nuevo reporte a la SSPD. Los 
generadores con plantas hídricas 
despachadas centralmente deben reportar 
mensualmente, con granularidad horaria, 
la generación desagregada por recurso y 
tecnología, la energía vendida en 
contratos y la energía vendida en bolsa. El 
ASIC remite el reporte a la SSPD en 
formato tabular procesable dentro de los 
10 días hábiles siguientes al cierre de la 
liquidación definitiva. Este mecanismo 
opera desde la publicación de la 
resolución y no está sujeto a los 
condicionamientos de la transición. 

Las convocatorias cuyo aviso de apertura se 
realice antes de la entrada en operación del 
SICEP transaccional podrán concluirse bajo la 
Resolución CREG 130 de 2019, y los contratos 
resultantes tendrán como fecha máxima de 
finalización el 31 de julio de 2027, prorrogable 
sucesivamente por periodos de hasta tres 
meses si para entonces no han concluido las 
dos primeras rondas del cronograma anual. Los 
contratos ya registrados ante el ASIC se 
ejecutan hasta su fecha de terminación 
registrada, sin que proceda prórroga alguna, 
salvo aquellas cuya solicitud de registro se 
hubiera presentado antes de la entrada en 
vigencia. 

Los hitos de implementación son los siguientes: 
publicación del cronograma anual de compras 
a más tardar el 13 de noviembre de 2026; 
listado de oferentes habilitados para las dos 
primeras rondas a más tardar el 15 de 
diciembre de 2026; y operación transaccional 
plena, incluida la fase de pruebas y validación 
de la parametrización, a más tardar el 31 de 
diciembre de 2026. A partir de la fecha de 
entrada en operación del SICEP con las nuevas 
funcionalidades, informada mediante circular 
de la Dirección Ejecutiva, quedará derogada la 
Resolución CREG 130 de 2019. 

Se amplían hasta 2028 los plazos 
de contratación de energía en 
zonas no interconectadas 

Mediante la Resolución CREG 101 123 del 31 
de julio de 2026, la CREG modificó el numeral 
17.1 del artículo 17 de la Resolución CREG 101 
021 de 2022, que regula la prórroga de los 
contratos de energía en zonas no 
interconectadas (ZNI).  

La modificación desplaza de forma sustancial el 
calendario, pues los contratos suscritos con 
anterioridad que se venzan durante la vigencia 
de la resolución podrán prorrogarse por 
acuerdo entre las partes, en las condiciones en 
que fueron suscritos, sin que su plazo supere el 
30 de agosto de 2028 (antes, el 30 de agosto 
de 2026). Adicionalmente, cuando resulte 
indispensable para garantizar la continuidad del 
servicio, o no sea posible prorrogar un contrato 
vigente o adelantar una convocatoria pública, 
los comercializadores de ZNI podrán suscribir 
nuevos contratos con el mismo límite temporal. 
Excepcionalmente, dichos contratos podrán 
prorrogarse hasta por dos periodos adicionales 
de 24 meses cada uno, siempre que el IPSE no 
haya puesto en operación el sitio web previsto 
en el numeral 17.3 o que el comercializador 
documente circunstancias que impidan 
materialmente culminar las convocatorias, sin 
que en ningún caso las prórrogas superen el 30 
de agosto de 2032. 

México 
 

La CNE crea un programa de 
registro temporal para identificar 
y regularizar la actividad del 
despacho para autoconsumo de 
petrolíferos a nivel nacional 

El 11 de agosto de 2026 la Comisión Nacional 
de Energía (CNE) publicó en el Diario Oficial de 
la Federación (DOF) el Acuerdo por el que se 
establece el Programa de Registro de Personas 
que cuentan con instalaciones en las que se 
realiza la actividad de despacho para 
autoconsumo de petrolíferos. Dicho programa 
tiene por objeto establecer un registro de 
carácter temporal y excepcional para los 
interesados que actualmente realicen la 
actividad de despacho para autoconsumo, en 
tanto solicitan y obtienen un permiso emitido 
por la CNE. 

A través del programa de registro la CNE 
permite que las personas 
permisionarias continúen con sus actividades 
bajo parámetros definidos, hasta en tanto se 
emita la normatividad correspondiente, 
evitando afectaciones a la 
continuidad operativa y con la finalidad de 
brindar certeza sobre el alcance de estas 
actividades alineadas con la Ley del Sector 
Hidrocarburos. 
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La inscripción al programa puede realizarse 
desde la entrada en vigor del mismo (12 de 
agosto de 2026) y hasta el 31 de diciembre de 
2026. Una vez concluido el plazo referido, 
únicamente podrán realizar actividades de 
despacho para autoconsumo las personas que 
hayan obtenido la constancia del registro 
correspondiente, la cual tiene efectos jurídicos 
exclusivamente en las instalaciones 
amparadas por dicho registro. 

Para mayor detalle sobre el programa, pueden 
consultar el siguiente enlace.  

SENER cierra el circuito 
regulatorio con nuevos formatos 
oficiales para toda la cadena de 
biocombustibles 

Con fecha 31 de agosto de 2026, la Secretaría 
de Energía (SENER) publicó en el Diario Oficial 
de la Federación el Acuerdo por el que se 
emiten los formatos de solicitud de permisos y 
bitácoras para la producción, importación, 
exportación, almacenamiento, transporte, 
comercialización, distribución y expendio al 
público de biocombustibles, autorizaciones y 
bitácoras para la producción de 
biocombustibles, así como de avisos de inicio 
de operaciones, modificaciones o 
suspensiones, cesiones y prórroga de dichos 
permisos y autorizaciones, con el cual se 
coloca la última pieza del andamiaje regulatorio 
de los biocombustibles en México.  

En ese sentido, desde el 1 de septiembre toda 
la cadena de valor debe adaptarse a nuevos 
requisitos de trazabilidad, control y 
cumplimiento. 

Con esta publicación, la SENER concluye la 
implementación operativa del nuevo régimen 
de biocombustibles previsto en la Ley de 
Biocombustibles de 2025 y su reglamento del 
mismo año. Los nuevos formatos estandarizan 
los procedimientos aplicables a todas las 
actividades reguladas de la cadena de valor, 
incluyendo la producción, importación, 
exportación, almacenamiento, transporte, 
comercialización, distribución y expendio al 
público, sustituyendo definitivamente los 
mecanismos transitorios que permitían la 
presentación de trámites mediante formatos 
previos o escritos libres.  

Uno de los elementos más relevantes del 
acuerdo es la implementación de un sistema 

integral de trazabilidad y supervisión mediante 
bitácoras obligatorias para cada actividad 
regulada. Estas herramientas permitirán a la 
autoridad dar seguimiento al origen, 
transformación, almacenamiento, transporte y 
destino de los biocombustibles a lo largo de 
toda la cadena de suministro, fortaleciendo los 
mecanismos de control, transparencia y 
cumplimiento regulatorio. De manera paralela, 
los nuevos formatos incorporan diversas 
manifestaciones bajo protesta de decir verdad 
relacionadas con antecedentes regulatorios, 
fiscales y de cumplimiento, reforzando los 
controles de acceso y permanencia dentro del 
sector.  

En términos prácticos, la entrada en vigor de 
estos formatos implica que las empresas 
participantes deberán revisar y, en su caso, 
adecuar sus procesos internos de gestión 
documental y cumplimiento regulatorio para 
atender las nuevas obligaciones de reporte y 
trazabilidad. La medida representa un paso 
adicional en la consolidación del nuevo marco 
regulatorio de biocombustibles y confirma la 
intención de la SENER de fortalecer la 
supervisión de un sector que previsiblemente 
adquirirá mayor relevancia dentro de los 
objetivos de transición energética y 
descarbonización del país. 

Para mayor detalle sobre los formatos, pueden 
consultar el siguiente enlace.  

Perú 
 

Se aprueban medidas para 
optimizar la adecuación 
ambiental de actividades 
eléctricas en curso mediante el 
Plan Ambiental Detallado 

El 10 de julio de 2026 se publicó el Decreto 
Supremo Nº 011-2026-EM, que modifica el 
Reglamento para la Protección Ambiental en 
las Actividades Eléctricas (RPAAE), aprobado 
mediante el Decreto Supremo Nº 014-2019-
EM. La norma tiene por objeto optimizar la 
adecuación ambiental de las actividades 
eléctricas en curso a través del Plan Ambiental 
Detallado (PAD), con la finalidad de simplificar 
las cargas administrativas para promover el 
cumplimiento de las obligaciones ambientales y 
la mejora del desempeño ambiental de dichas 
actividades. 

https://www.garrigues.com/es_ES/noticia/mexico-cne-crea-programa-registro-temporal-identificar-regularizar-actividad-despacho
https://www.garrigues.com/es_ES/noticia/mexico-sener-cierra-circuito-regulatorio-nuevos-formatos-oficiales-toda-cadena
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Para más información, recomendamos revisar 
la alerta normativa publicada en el siguiente 
enlace. 

El Poder Ejecutivo presenta una 
propuesta de delegación de 
facultades en materias de 
electricidad 

Durante las últimas semanas, el Poder 
Ejecutivo ha presentado al Congreso de la 
República un proyecto de ley que delega 
facultades legislativas en una serie de materias, 
entre las cuales se encuentran potenciales 
modificaciones en la legislación eléctrica. 

Así las cosas, el proyecto de ley propone 
actualizar la Ley de Concesiones Eléctricas y la 
Ley N° 28832, con la finalidad de brindar la 
seguridad jurídica requerida para activar 
inversiones privadas, asegurar tarifas 
competitivas a los usuarios, la expansión de la 
cobertura energética en zonas rurales y 
aisladas, la promoción de energías renovables, 
y la generación distribuida e hidrógeno verde, 
garantizando una transición energética limpia, 
segura y sostenible. 

Es importante resaltar que el Poder Ejecutivo 
no ha individualizado los artículos que serían 
modificados y/o actualizados como parte de 
esta propuesta. Estos serían especificados 
como parte de los decretos legislativos que 
serían expedidos como parte de esta 
delegación de facultades, de ser aprobada. 

Según la información pública disponible, la 
comisión de energía y minas de la Cámara de 
Diputados ha concluido que, debido a la 
importancia social y económica de los cambios 
propuestos, estos requieren de un debate más 
amplio, por lo que recomienda no otorgar las 
facultades solicitadas. Esta cuestión será 
motivo de debate en el pleno de la cámara de 
diputados, donde se decidirá si finalmente se 
otorgan o deniegan las facultades. 

Se presenta proyecto de decreto 
supremo respecto de la 
planificación energética 

Mediante Resolución Ministerial N° 270-2026-
MINEM/DM, de fecha 08 de julio de 2026, el 
Ministerio de Energía y Minas presentó un 

proyecto de decreto supremo que aprueba 
disposiciones normativas que regulan la 
planificación energética. 

Dicho decreto supremo tiene como objetivo 
establecer medidas que orienten el desarrollo 
del sector energético nacional con criterios de 
seguridad energética, estableciendo las 
condiciones, alcance, plazos y etapas de la 
planificación a cargo del propio MINEM.  

En particular, según la propia exposición de 
motivos del proyecto normativo, se pretende 
establecer un marco normativo uniforme para la 
elaboración, actualización y difusión del Plan 
Energético Integrado Nacional de Largo Plazo, 
los planes de corto y mediano plazo, y los 
balances energéticos, entre otros. 

La propuesta normativa incluye la elaboración 
de: 

i. un plan energético integrado nacional de 
largo plazo, el cual brindará información 
técnico-económica que oriente el 
desarrollo del sector energético nacional 
con un horizonte de planificación de hasta 
30 años. Este plan sería aprobado cada 
cuatro años; 

ii. planes específicos, los cuales serán 
instrumentos de corto o mediano plazo 
que presentan o proponen, de manera 
referencial, aquellos proyectos que 
aportan al desarrollo del sector energía 
hacia el cumplimiento de los objetivos 
previstos en el Plan Energético Integrado 
Nacional de Largo Plazo. Estos, en 
principio, serán desarrollados cada cuatro 
años, con la posibilidad de que se 
desarrollen reportes de actualización 
durante este periodo; y, 

iii. un balance nacional de energía, el cual 
sintetizará los flujos de energía en una 
unidad energética común para conocer la 
estructura del sistema y la contabilización 
de la producción, transformación, 
consumo, entre otros. Este balance sería 
aprobado cada año por el MINEM. 

El proyecto de norma ha culminado su etapa de 
recepción de comentarios, por lo que en la 
actualidad se encuentra en etapa de revisión de 
los mismos para, de ser el caso, afinar y/o 
modificar la propuesta normativa. 

 

https://www.garrigues.com/es_ES/noticia/peru-optimiza-adecuacion-ambiental-actividades-electricas-curso-plan-ambiental-detallado
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Chile 
 

El Panel de Expertos valida 
prórroga extraordinaria del 
Coordinador para declaración en 
construcción ante relicitación de 
obra de transmisión 

Mediante Dictamen Nº 23-2026, de 9 de 
septiembre de 2026, el Panel de Expertos 
rechazó la discrepancia presentada por una 
empresa generadora contra el Coordinador 
Eléctrico Nacional (CEN), relativa a la segunda 
prórroga de 24 meses otorgada a un proyecto 
fotovoltaico para obtener su declaración en 
construcción. La discrepante cuestionaba que 
dicha extensión excedía el límite máximo de 24 
meses establecido en el procedimiento interno 
de acceso abierto del CEN, vulnerando los 
principios de transparencia y no discriminación 
del régimen de acceso abierto. 

La discrepante argumentó que el CEN había 
desconocido su propia normativa interna al 
otorgar una segunda prórroga, transformando 
el plazo máximo de 24 meses en una mera 
referencia evaluable caso a caso. Además, 
invocó precedentes en que el propio 
Coordinador había rechazado solicitudes 
similares, señalando expresamente que la 
normativa no contemplaba excepciones al 
límite de prórroga, ni siquiera por fuerza mayor. 

El CEN sostuvo que su decisión se fundó en el 
artículo 24 del Reglamento de la Transmisión, 
que permite prorrogar plazos por razones 
fundadas cuando se acredite el cumplimiento 
de alguno de los requisitos para la declaración 
en construcción. Explicó que la prórroga 
respondió a una circunstancia excepcional 
derivada de la relicitación de una obra de 

ampliación de transmisión, conforme al artículo 
157 del mismo reglamento, tras el abandono 
del adjudicatario original, lo que alteró 
sustancialmente el cronograma de la 
infraestructura habilitante sin responsabilidad 
del titular del proyecto. 

El Panel concluyó que el artículo 24 del 
Reglamento de la Transmisión, aplicable a las 
Solicitudes de Acceso de Conexión (SAC), 
debe interpretarse en términos más amplios 
que el artículo 58 del mismo cuerpo normativo 
(relativo a las Solicitudes de Uso de Capacidad 
Técnica Disponible o SUCTD), por cuanto la 
autoridad reglamentaria no estableció para las 
SAC las mismas limitaciones expresas que sí 
contempló para las SUCTD. En consecuencia, 
el Panel estimó que el CEN actuó dentro del 
marco de sus atribuciones al ponderar 
circunstancias excepcionales no previstas en el 
Procedimiento Interno de Acceso Abierto. 

La Corte de Apelaciones de 
Santiago ratifica condena contra 
distribuidora eléctrica por 
infracciones a la normativa de 
protección al consumidor 

La Primera Sala de la Corte de Apelaciones de 
Santiago, en fallo unánime, confirmó sentencia 
de primera instancia que acogió una demanda 
por infracción a la Ley N° 19.496 sobre 
Protección de los Derechos de los 
Consumidores y condenó a una empresa 
distribuidora de electricidad al pago de una 
multa total de 900 UTM (aproximadamente 
$64.000.000 de pesos). La referida resolución 
estableció la responsabilidad de la compañía 
en su calidad de proveedora intermediaria en la 
contratación de seguros y servicios de 
asistencia ofrecidos a sus usuarios. 
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El tribunal de alzada determinó que las 
infracciones sancionadas no derivaban de la 
actuación material de las aseguradoras o 
prestadoras de servicios, sino de la 
intervención directa de la distribuidora en el 
modelo comercial: la empresa participó en la 
estrategia de ofrecimiento, colocación y 
distribución de los productos; autorizó los 
canales de comercialización; facilitó su cartera 
de clientes; permitió que los cargos se 
incorporaran en las boletas de electricidad; 
recaudó los pagos; y percibió comisiones por 
las primas o tarifas efectivamente cobradas. La 
Corte desestimó el argumento de que la 
emisión de pólizas por parte de compañías 
aseguradoras y la prestación material de los 
servicios por terceros pudieran excluir la 
calidad de intermediaria de la distribuidora, 
precisando que la intermediación se 
caracteriza, justamente, porque la ejecución 
puede quedar a cargo de otro agente sin que el 
proveedor que intervino activamente en la 
oferta, contratación y cobro pueda desligarse 
de la relación de consumo. 

En cuanto a las infracciones específicas, el fallo 
confirmó tres vulneraciones autónomas a la Ley 
N° 19.496. En primer lugar, se acreditó que la 
contratación a distancia no aseguró el acceso 
previo, claro, comprensible e inequívoco a las 
condiciones generales del contrato ni la 
posibilidad de almacenarlas o imprimirlas, 
infringiéndose los artículos 12 y 12 A de la ley. 
En segundo lugar, se constató la omisión de 
proporcionar una dirección de correo postal o 
electrónico y mecanismos de contacto y 
corrección, en contravención del artículo 32. En 
tercer lugar, los scripts de venta examinados 
omitían, según el producto ofrecido, el costo 
total, el precio global, la forma de pago o el valor 
de servicios adicionales, configurándose la 
infracción al artículo 3° inciso segundo letra a), 
en relación con el artículo 17 B. 

La Corte rechazó asimismo la alegación de 
vulneración del principio non bis in idem, 
razonando que, si bien las tres infracciones 
concurren dentro de una misma modalidad de 
contratación a distancia, cada una recae sobre 
una exigencia normativa autónoma y protege 
una dimensión distinta de la decisión de 
consumo: la formación informada del 
consentimiento, la identificación y contacto del 
proveedor en la contratación remota, y la 
transparencia sobre el costo de los productos 
financieros y de seguros. De este modo, el 
tribunal concluyó que no se sancionó tres veces 
una misma conducta bajo denominaciones 

diferentes, sino incumplimientos 
independientes que la ley regula de manera 
separada. 

El Tribunal de Defensa de la Libre 
Competencia desestimó una 
acción por presunta 
discriminación de precios y 
cobros abusivos en contrato de 
línea de transmisión dedicada 

El Tribunal de Defensa de la Libre Competencia 
(TDLC), en causa rol C N° 486-23, rechazó con 
costas la demanda interpuesta por una 
empresa generadora de energía contra una 
compañía de transmisión eléctrica, en la que se 
imputaban infracciones al Decreto Ley N° 211 
consistentes en conductas de discriminación de 
precios y de precios abusivos. Las 
imputaciones se vinculaban a la tarifa 
convenida entre ambas empresas para el 
desarrollo, construcción y operación de una 
línea de transmisión eléctrica dedicada, 
destinada a conectar la central de generación 
de la demandante con el sistema eléctrico 
nacional. 

En sede de excepciones, el TDLC rechazó 
tanto la excepción de prescripción como la de 
incompetencia opuestas por la demandada. No 
obstante, acogió la excepción de falta de 
legitimación pasiva respecto de la sociedad 
matriz del grupo, al determinar que la filial de 
transmisión era la continuadora legal de la 
entidad que suscribió originalmente el contrato 
con la demandante y, en consecuencia, la única 
legitimada pasiva de la acción. 

En cuanto al fondo del asunto, el tribunal 
desestimó las imputaciones formuladas al 
concluir que la demandante no logró acreditar 
la concurrencia de los elementos necesarios 
para sancionar las conductas denunciadas. Por 
una parte, no se probó que la demandada 
detentara una posición de dominio en el 
mercado relevante, requisito indispensable 
para la configuración de las infracciones 
invocadas. Por otra parte, el TDLC determinó 
que tampoco se acreditó el componente 
conductual exigido por la norma, esto es, que 
se hubiera discriminado injustificadamente a la 
demandante respecto de otros clientes de la 
transmisora, ni que la tarifa cobrada pudiera 
calificarse como indubitadamente excesiva. 
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Tribunal Constitucional rechaza 
requerimiento del Ejecutivo y 
mantiene vigente la obligación de 
reconexión gratuita de servicios 
básicos en zonas de catástrofe 

El Tribunal Constitucional (TC) desestimó, por 
nueve votos contra uno, el requerimiento 
presentado por el Gobierno contra el artículo 31 
del proyecto de ley para la Reconstrucción 
Nacional y el Desarrollo Económico y Social. La 
disposición impugnada establece que las 
empresas concesionarias de distribución 
eléctrica, servicios sanitarios y distribución de 
gas deberán restablecer gratuitamente y sin 
condición previa de pago el suministro a 
clientes residenciales y a micro, pequeñas y 
medianas empresas ubicadas en zonas 
declaradas bajo estado de catástrofe. La norma 
fija, además, plazos máximos de reposición -24 
horas para agua potable y alcantarillado y 48 
horas para electricidad y gas- e impone 
compensaciones a los usuarios en caso de 
incumplimiento. 

El requerimiento fue firmado por el presidente 
de la República y los ministros de Hacienda, 
Secretaría General de la Presidencia, Obras 
Públicas y Energía. El Ejecutivo argumentó que 
la norma fue incorporada durante la tramitación 
parlamentaria sin relación directa con las ideas 
matrices del proyecto, orientado a financiar la 
reconstrucción tras los incendios de enero de 
2026. Además, sostuvo que el plazo de 48 
horas para la reconexión ignora los protocolos 
de verificación que exige la normativa sectorial 
para prevenir explosiones o fugas. La posición 
del Ejecutivo fue respaldada por gremios del 
sector (gas, electricidad y sanitario), que 
también presentaron recursos ante el TC, 
aunque este les denegó audiencia de alegatos.  

Mediante sentencia de 2 de septiembre de 
2026 (Rol Nº 17.892-26 CPT), el TC rechazó el 
requerimiento por nueve votos contra uno y 
declaró la constitucionalidad del artículo 31. La 
mayoría estimó que la norma se encuadra en el 
marco de reconstrucción integral del proyecto, 
por cuanto la reconexión de servicios básicos a 
hogares desconectados en zona de catástrofe 
constituye una forma de enfrentar la 
emergencia y fomentar la reconstrucción. El 
voto de minoría del ministro Fernández 
González consideró que la indicación carecía 
de relación con las ideas matrices del proyecto 
y que reponer servicios a usuarios 

desconectados por falta de pago no se orienta 
a ninguno de sus objetivos. 

México 
 

Los actos que puedan derivar en 
la suspensión del suministro de 
energía eléctrica deben sujetarse 
a un estándar reforzado de 
debido proceso  

Mediante la tesis aislada I.5o.A.10 A (12a.), el 
Quinto Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa en la Ciudad de México 
estableció que el suministro de energía 
eléctrica constituye un presupuesto 
indispensable para el ejercicio efectivo de 
diversos derechos fundamentales, por lo que 
cualquier acto de verificación de instalaciones, 
revisión de sistemas de medición, 
determinación de ajustes de facturación y 
eventual suspensión del servicio se encuentran 
sujetos al control constitucional, 
independientemente de derivar del ejercicio de 
facultades previstas en el artículo 41 de la hoy 
abrogada Ley de la Industria Eléctrica.  

Al respecto, el Tribunal Colegiado determinó 
que dichas actuaciones deben observar las 
formalidades esenciales del procedimiento 
previstas en los artículos 14 y 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, lo que implica, al menos, la 
existencia de una orden debidamente fundada 
y motivada, su notificación al usuario y la 
posibilidad de conocer y controvertir las 
actuaciones realizadas. Adicionalmente, 
sostuvo que el estándar se intensifica cuando 
la suspensión del suministro pueda afectar 
otros derechos humanos o agravar condiciones 
de vulnerabilidad. Así, no es que la Comisión 
Federal de Electricidad deba invocar su 
facultad legal para justificar la suspensión del 
servicio o la imposición de ajustes de 
facturación, sino que debe acreditarse que tales 
actos se realizaron con pleno respeto al debido 
proceso y los principios de legalidad, seguridad 
jurídica y acceso a la justicia, a favor de los 
usuarios finales. 

 

 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2032623
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El usuario final del suministro de 
energía eléctrica tiene interés 
jurídico para impugnar en 
amparo la verificación del 
medidor, el ajuste de facturación 
y el requerimiento de pago, aun 
sin ser titular del contrato 
respectivo  

Mediante la tesis aislada I.5o.A.9 A (12a.), el 
Quinto Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa en la Ciudad de México precisó 
que el usuario final del servicio de energía 
eléctrica tiene interés jurídico para impugnar los 
actos relacionados con su suministro, aun 
cuando no sea el titular del contrato respectivo, 
siempre que se acredite, incluso de manera 
indiciaria, su relación material con dicho 
servicio.  

Apoyándose en otros precedentes de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, el 
Tribunal Colegiado determinó que el usuario 
final es la persona que obtiene el suministro 
para su propio consumo y, por tanto, puede 
resentir de manera directa las consecuencias 
de ajustes de facturación o de la suspensión del 
suministro, con independencia de que haya 
celebrado el contrato de adhesión 
correspondiente o sea propietaria del inmueble. 
En ese sentido, sostuvo que, para efectos del 
interés jurídico en amparo, no puede exigirse 
acreditar la titularidad del contrato o la 
propiedad del inmueble, sino que basta con una 
prueba indiciaria de la relación material con el 

servicio mediante la adminiculación de diversos 
medios de convicción, tales como contratos de 
arrendamiento, identificaciones oficiales, 
recibos de pago u otros documentos que 
permitan inferir razonablemente que la persona 
quejosa es quien utiliza y se beneficia del 
suministro de energía eléctrica.  

Este criterio flexibiliza el estándar de 
legitimación de los usuarios finales frente a 
actos de la Comisión Federal de Electricidad, 
ampliando el universo de personas que pueden 
acceder a la vía constitucional para controvertir 
verificaciones, ajustes de facturación y 
amenazas de suspensión del servicio. 

Es improcedente la contradicción 
de criterios para determinar el 
juzgado de distrito competente 
en amparo indirecto contra actos 
de la CFE relativos al aviso de 
cobro y suspensión del 
suministro eléctrico  

Mediante tesis PR.A.C.CN.1 A (11a.), el Pleno 
Regional en Materias Administrativa y Civil de 
la Región Centro-Norte ratificó el criterio 
adoptado previamente sobre que la 
competencia material para conocer de juicios 
de amparo contra actos relacionados con el 
contrato de suministro de energía eléctrica 
(como el aviso de cobro, la suspensión del 
servicio de energía eléctrica, entre otros) 
corresponde a los jueces de distrito en materia 
administrativa. 

https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2032626
https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2032553
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Chile 

 

 

Cristóbal Fainé Henríquez 
Socio 
Mercantil 

cristobal.faine@garrigues.com 

Visita el perfil completo 

 

 

Carolina Palma Rivero  
Asociada sénior 
Administrativo 

carolina.palma@garrigues.com 

Visita el perfil completo  
 

 

 

 

 

 

 

Colombia 

 

 

Adriana Espinosa  
Socia 
Administrativo - Energía  

adriana.espinosa 
@garrigues.com 

Visita el perfil completo 

 

 

Angela María Gómez  
Asociada 
Administrativo - Energía 

angela.maria.gomez 
@garrigues.com  

Visita el perfil completo 
 

 

 

 

 

 

Perú 

 

 

Diego Harman  
Socio 
Mercantil 

diego.harman@garrigues.com 

Visita el perfil completo 

 

 

Víctor Baca  
Of counsel 
Administrativo - Energía  

victor.baca@garrigues.com 

Visita el perfil completo 
 

 

Giancarlo Vignolo  
Asociado principal  
Administrativo - Energía  

giancarlo.vignolo@garrigues.com 

Visita el perfil completo  

 

 

Rodrigo Ramos  
Asociado sénior  
Administrativo - Energía  

rodrigo.ramos@garrigues.com 

Visita el perfil completo  

 

 

 

 

mailto:cristobal.faine@garrigues.com
https://www.garrigues.com/es_ES/equipo/cristobal-faine-henriquez
mailto:carolina.palma@garrigues.com
https://www.garrigues.com/es_ES/equipo/carolina-palma-rivero
mailto:adriana.espinosa@garrigues.com
mailto:adriana.espinosa@garrigues.com
https://www.garrigues.com/es_ES/equipo/adriana-espinosa-pineros
mailto:angela.maria.gomez@garrigues.com
mailto:angela.maria.gomez@garrigues.com
https://www.garrigues.com/es_ES/equipo/angela-maria-gomez-giraldo
mailto:diego.harman@garrigues.com
https://www.garrigues.com/es_ES/equipo/diego-harman
mailto:victor.baca@garrigues.com
https://www.garrigues.com/es_ES/equipo/victor-baca-oneto
mailto:giancarlo.vignolo@garrigues.com
https://www.garrigues.com/es_ES/equipo/giancarlo-vignolo
https://www.garrigues.com/es_ES/equipo/rodrigo-ramos-vasquez
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México 

 

 

José Antonio Postigo Uribe  
Socio 
Mercantil 

jose.antonio.postigo 
@garrigues.com 

Visita el perfil completo 

 

 

Guillermo Villaseñor Tadeo 
Socio 
Mercantil 

gillermo.villasenor 
@garrigues.com 

Visita el perfil completo 

 

 

Georgina Gutiérrez  
Socia 
Urbanismo y Medioambiente 

georgina.gutierrez 
@garrigues.com 

Visita el perfil completo 

 

 

Max Ernesto Hernández Ernult  
Asociado principal 
Mercantil 

max.ernesto.hernandez 
@garrigues.com 

Visita el perfil completo 

 

 

Mauricio León Alvarado  
Asociado principal 
Mercantil 

mauricio.alejandro.leon 
@garrigues.com 

Visita el perfil completo 

 

 

Tania Elizabeth Trejo Gálvez 
Asociada sénior 
Mercantil 

tania.elizabeth.trejo 
@garrigues.com  

Visita el perfil completo 

 

 

José Enrique Cruz Lozano  
Asociado sénior 
Urbanismo y Medioambiente 

jose.enrique.cruz@garrigues.com  

Visita el perfil completo 

 

 

Malcolm Hemmer Rebolledo 
Asociado sénior 
Mercantil 

malcolm.hemmer@garrigues.com  

Visita el perfil completo 

 

 

 

 

mailto:jose.antonio.postigo@garrigues.com
mailto:jose.antonio.postigo@garrigues.com
https://www.garrigues.com/es_ES/equipo/jose-antonio-postigo-uribe
mailto:gillermo.villasenor@garrigues.com
mailto:gillermo.villasenor@garrigues.com
https://www.garrigues.com/es_ES/equipo/guillermo-villasenor-tadeo
mailto:georgina.gutierrez@garrigues.com
mailto:georgina.gutierrez@garrigues.com
https://www.garrigues.com/es_ES/equipo/georgina-gutierrez-barbosa
mailto:max.ernesto.hernandez@garrigues.com
mailto:max.ernesto.hernandez@garrigues.com
https://www.garrigues.com/es_ES/equipo/max-ernesto-hernandez-ernult
mailto:mauricio.alejandro.leon@garrigues.com
mailto:mauricio.alejandro.leon@garrigues.com
https://www.garrigues.com/es_ES/equipo/mauricio-leon-alvarado
https://www.garrigues.com/es_ES/equipo/tania-elizabeth-trejo-galvez
https://www.garrigues.com/es_ES/equipo/jose-enrique-cruz-lozano
https://www.garrigues.com/es_ES/equipo/malcolm-hemmer-rebolledo
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Isidora Goyenechea 3477, Piso 12 

Las Condes - Santiago de Chile (Chile) 

T +56 2 29419000 

santiagodechile@garrigues.com 

 

Avenida Calle 92 No. 11-51 Piso 5 

Bogotá D.C. (Colombia) 

T +57 601 326 69 99 

bogota@garrigues.com 

 

 Paseo de las Palmas 525, Piso 6 

Col. Lomas de Chapultepec  

Ciudad de México, 11000 (México) 

T +52 55 1102 3570 

mexico@garrigues.com 

 

Torre Novo Piso 4 Desp. 401  

José Clemente Orozco 335, 

Col. Valle Oriente 66269 México 

T +52 81 8153 3900 

mexico@garrigues.com 

 Av. Antea 1090 Piso 2 Int 206  

Col. Jurica, 

Querétaro.76100 México 

T +52 442 296 6400 

mexico@garrigues.com 

Av. Víctor Andrés Belaúnde, 332 

(Oficina 701) San Isidro –  

Lima (Perú) 

T +51 1 399 2600 

lima@garrigues.com 

 

Síguenos en: 

 

 

garrigues.com 
   

 

Más información: 

Energía 
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https://twitter.com/garrigues_es
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https://www.garrigues.com/es_ES/servicios/energia

